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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintiséis (26) de mayo  de dos mil diecisiete (2017) 

Proyecto aprobado por Acta No.0482
Hora: 3:45 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Se decide la acción de tutela presentada por el señor John Fredy Montes Velásquez, Personero de La Celia, Risaralda, actuando como agente oficioso de la señora Luz Camila Echavarría Henao, madre del menor L.D.S.E. en contra de la Delegada de la Registraduría Nacional del Estado Civil en Pereira, mediante la cual pretende el amparo de los derechos fundamentales de los niños a tener una identidad, a la nacionalidad, a acceder a la salud y a la seguridad social.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
2.1. La señora Luz Camila Echavarría es colombiana de nacimiento y solicitó verbalmente ante a la Registraduría Municipal de la Celia, Risaralda, la posibilidad de registrar a su hijo L.D.S.E., de dos años de edad, nacido en Mérida, Venezuela, pero allí le informaron que debía apostillar los documentos, diligencia que le resulta imposible de realizar por las circunstancias económicas que presenta.  Por lo tanto, acudió al Personero de La Celia para que por su intermedio se instaurara esta acción de tutela, toda vez que sin el registro de nacimiento aludido, su hijo no puede acceder a los servicios en salud que requiere y otros derechos.

Así las cosas, el Personero Municipal  de La Celia consideró que al menor se le vulneraban sus derechos fundamentales al no tener la inscripción de su registro de nacimiento y en tal sentido, solicitó por medio de esta demanda de tutela, lo siguiente: i) tutelar los derechos fundamentales al menor L.D.S.E. a tener una identidad, un nombre, a la vida en condiciones dignas, al acceso a la salud y la seguridad social ii) ordenar a la Registraduría Nacional del Estado Civil delegada en la ciudad de Pereira autorizar y desarrollar el trámite de expedición del registro civil de nacimiento de hijo de colombiano nacido en el extranjero y notificar a las entidades correspondientes para cumplir con las normas relacionadas con el caso en particular del menor L.D.S.E.
2.2. Adjuntó copias de los siguientes documentos: i) cédula de ciudadanía de la señora Luz Camila Echavarría Henao, ii) formato donde se registran las vacunas aplicadas al menor L.D.S.E.; iii) registro civil  de nacimiento de la Alcaldía Bolivariana del municipio de Miranda, Timotes Estado Bolivariano de Mérida a nombre del menor L.D.S.E. del 15 de febrero de 2015; iv) acta No.64 del 9 de abril de 2015 del menor L.D.S.E.; v) formato de atención al público del 2017-05-06 donde aparece como solicitante la señora Luz Camila Echavarría Henao; vi) formato consulta de antecedentes ante la Policía Nacional; vii) consulta del SISBEN a nombre de la señora Echavarría Henao donde aparece un puntaje de 11.4 (Fls. 12-18).
2.3. La acción de tutela había sido radicada en el Juzgado Único Promiscuo Municipal de la Celia, Risaralda, pero su titular decidió remitir las diligencias por considerar que la misma debían ser repartidas ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Tribunal Administrativo y Consejo Seccional de la Judicatura, según lo dispuesto en el numeral 1º del artículo 1º del –Decreto 1352 de 2000 (Fl. 20). Mediante auto del 25 de mayo de 2017 se puso en conocimiento del Registrador Municipal del La Celia, Risaralda, la presente demanda de tutela (Fl. 43)
2.4. Mediante auto del 15 de mayo de 2017 se avocó el conocimiento de la demanda de tutela, se ordenó correr traslado de la misma a la Delegada de la Registraduría Nacional del Estado Civil de Pereira y Bogotá, y se vinculó al Ministerio de Relaciones Exteriores- Cancillería (Fl. 25).
3. RESPUESTA A LA DEMANDA

3.1. REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL –DELEGACIÓN DEPARTAMENTAL DE RISARALDA
Los Delegados departamentales de Risaralda señalaron que esa es una entidad desconcentrada del orden nacional cuya organización interna está establecida en el Decreto 1010 de 2000, en virtud del cual, el Registrador Delegado para el Registro Civil y de la Identificación es quien tiene la competencia funcional para atender las acciones de tutela instauradas contra de la entidad y relacionadas con la inscripción en el registro civil de menores (Fl. 33).

3.2.  CANCILLERÍA- MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES

El Director de Asuntos Migratorios, Consulares y Servicio al Ciudadano del Ministerio de Relaciones Exteriores aclaró que no le constan los hechos expuestos por la accionante, toda vez que no se relacionan con las funciones o actividades que desarrolla esa dependencia, de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 869 de 2016.
Hizo un recuento del marco jurídico dentro del cual se enmarca la competencia atribuida a ese Ministerio con relación a la nacionalidad colombiana para concluir que en este caso, es la Registraduría Nacional del Estado Civil la autoridad competente para atender la petición de la actora. Por lo tanto, consideró que el Ministerio no está legitimado en la causa por  pasiva.  Así mismo, advierte que no existe hecho o circunstancia de presunta vulneración de los derechos fundamentales del menor L.D.S.E., máxime que la accionante en momento alguno se acercó a alguna oficina consular acreditada en territorio venezolano para solicitar la inscripción del registro civil de nacimiento de su hijo.
Igualmente, señaló que no procede la acción de tutela por cuanto la actora no ha agotado el trámite previsto en el artículo 1º del Decreto 2188 de 2011 con el fin de que la autoridad colombiana ante la eventual imposibilidad de tener apostillada la documentación aportada, solicite el trámite previsto en el artículo 2º del mismo decreto, todo acorde con los nuevos lineamientos trazados en el Decreto 2565 del 3 de marzo de 2017.

Por lo expuesto, solicitó: i) declarar la improcedencia de la presente acción de tutela frente a ese Ministerio, ii) negar el amparo de las pretensiones respecto a esa entidad y iii) desvincular al Ministerio de Relaciones Exteriores- Cancillería de la República de Colombia ante la ausencia de vulneración de los derechos fundamentales invocados por la actora (Fls. 34-36).
3.3.  REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL
El Jefe de la Oficina Jurídica de la entidad explicó las funciones y competencias tanto de la Registraduría Nacional del Estado Civil, como de sus Delegadas y del Director Nacional del Registro Civil.

Explicó lo referente a la nacionalidad colombiana por nacimiento y por adopción.

Hizo énfasis en lo dispuesto en el Decreto 365 del 3 de marzo de 2017 en el sentido de que el mismo permite realizar la inscripción extemporánea de nacimiento de los colombianos nacidos en el exterior, con la salvedad que el documento antecedente válido será el registro civil de nacimiento del país de origen, adelantado en idioma español y presentado debidamente apostillado o legalizado, según corresponda, lo que se desprende del artículo 2.2.6.12.3.1. del mencionado Decreto. 

Anotó que a través de la Circular No.064 del 18 de mayo de 2017 “Medida excepcional para la inscripción extemporánea en el Registro Civil de hijos colombianos nacidos en Venezuela” la Registraduría Nacional del Estado Civil prorrogó las medidas excepcionales para garantizar la inscripción al registro civil de nacimiento de las personas hijos de colombianos nacidos en Venezuela y que no cuentan con el registro civil extranjero o apostillado. En tal sentido, autorizó a todas las oficinas con función registral (Registradurías, Notarías, Consulados y demás autorizadas) a adelantar las inscripciones al registro civil de nacimiento de los menores de 7 años nacidos en Venezuela y cuando alguno de sus padres sea colombiano y no cuenten con el Registro Civil de Nacimiento extranjero debidamente apostillado.  Por lo tanto, cuando se presenten estas condiciones excepcionales, se podrá adelantar la inscripción en el registro civil colombiano presentando el citado documento más las declaraciones de dos testigos, según lo contempla la Ley, es decir, que éstas deben corresponder a la verdad, en caso contrario los Registradores o servidores con funciones registrales podrán aplicar la facultad de la duda razonable y abstenerse de sentar el registro, dando aplicación a lo establecido en el artículo 2º del Decreto 2188 de 2001.

Así mismo, señaló el procedimiento señalado en la Circular 064 del 18 de mayo de 2017 cuando la inscripción para mayores de 7 años.

Indicó que el artículo 2.2.6.12.3.2 del Decreto 356 de 2017 consagró lo siguiente: “Inscripción en el Registro Civil de nacimiento de una persona nacida en el extranjero hija de padres o madre colombiano: Cuan el nacimiento hubiere ocurrido en el extranjero, es indispensable que al menos uno de los padres se encuentre debidamente identificado como nacional colombiano de conformidad con lo dispuesto en los artículos 1, 2 y 3 de la Ley 13 de 1993, de lo contrario, no podrá  inferirse el cumplimiento de lo establecido en el numeral 3 del artículo 44 del Decreto ley 1260 de 1970 (…)” 

Por lo anterior, consideró que al haber ofrecido una respuesta de fondo a la solicitud de amparo elevada por la accionante, se configura un hecho superado y en tal sentido, solicitó negar el amparo invocado (Fls. 34-38).
Se adjuntó copia de la Circular No.064 del 18 de mayo de 2017 (Fls. 39-42).

3.4. REGISTRADOR MUNICIPAL DEL ESTADO CIVIL DE LA CELIA, RDA.

Informó que durante el tiempo que lleva desempeñando el cargo de Registrador de La Celia, Risaralda, sin tener en cuenta sus vacaciones, la señor Luz Camila Echavarría Henao no ha solicitado la inscripción en el registro civil de nacimiento de su hijo L.D.S.E., ni  le ha solicitado los requisitos, por ende nunca le ha dicho que debía hacer apostillar el registro civil de nacimiento venezolano.  El trámite que atendió por solicitud de la señora Echavarría Henao fue el de la expedición de su cédula por primera  vez el día 10 de mayo de 2017.

Sin embargo, pone en conocimiento que a raíz de lo dispuesto en la circular No.064 del 18 de mayo de 2017 suscrita por el Director Nacional de Registro Civil que autoriza el registro de los nacimientos de los venezolanos hijos de padre o madre colombiana, menores de siete años, en cualquier oficina registral de Colombia, para el caso del menor L.D.S.E, la actora debe presentar los siguientes requisitos: i) dos testigos hábiles con cédula de ciudadanía, quienes prestarán declaración bajo juramento en la cual manifestarán haber presenciado, asistido o tenido noticia directa y fidedigna del nacimiento; ii) el registro civil de nacimiento venezolano sin el requisito de apostilla; iii) cédula de ciudadanía de la madre del menor y iv) tipo de sangre del menor (hemoclasificación), si lo tiene.

Según la citada circular No.064, la aplicación de esta instrucción tendrá vigencia de seis (6) meses, tiempo en el cual se espera que se conjuren las circunstancias en Venezuela, las cuales generaron la medida excepcional de ese procedimiento (Fl. 47).

Adjuntó copia de la circular aludida (Fls. 48-51).

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000

4.2. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.3 Problema jurídico 

4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si la entidad demandada vulneró derechos fundamentales a la señora Luz Camila Echavarría Henao y a su hijo  menor de edad L.D.S.E. que amerite la intervención del juez constitucional.

4.4. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.5. Derecho fundamental de los niños a la personalidad jurídica, según la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia T-212 de 2013:
“El artículo 14 de la Constitución Política de Colombia consagra: “Toda persona tiene derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica.”

Al respecto la Corte Constitucional en sentencia C-109 de marzo 15 de 1995, con ponencia del Magistrado Alejandro Martínez Caballero, expresó:

“La doctrina moderna considera que el derecho a la personalidad jurídica no se reduce únicamente a la capacidad de la persona humana a ingresar al tráfico jurídico y ser titular de derechos y obligaciones sino que comprende, además, la posibilidad de que todo ser humano posea, por el simple hecho de existir e independientemente de su condición, determinados atributos que constituyen la esencia de su personalidad jurídica e individualidad como sujeto de derecho. Son los llamados atributos de la personalidad. Por consiguiente, cuando la Constitución consagra el derecho de toda persona natural a ser reconocida como persona jurídica está implícitamente estableciendo que todo ser humano tiene derecho a todos los atributos propios de la personalidad jurídica. Para la Corte Constitucional es claro que la filiación es uno de los atributos de la personalidad jurídica, puesto que ella está indisolublemente ligada al estado civil de la persona. El derecho a la filiación, como elemento integrante del estado civil de las personas, es un atributo de la personalidad, y por ende es un derecho constitucional deducido del derecho de todo ser humano al reconocimiento de su personalidad jurídica.”

Tratándose de un derecho fundamental, es obligación del Estado agotar todos los medios a su alcance para que los ciudadanos puedan ejercerlo plenamente, removiendo los obstáculos que para dicho ejercicio existieren.

Lo anterior se hace más imperioso tratándose de derechos de los menores de edad, pues la carta política en su artículo 44 les otorga especial protección por parte del Estado (el resaltado no es del texto original):

“Artículo 44. Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos. 

Gozarán también de los demás derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia. La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su cumplimiento y la sanción de los infractores.

(…) Cuarta. Nacionalidad y registro civil del nacido en el exterior de padres colombianos y luego domiciliados en Colombia

El derecho a la nacionalidad, en su concepción universal, está contenido en varios instrumentos internacionales, de los cuales cabe resaltar el igual texto del numeral 1° del artículo 15 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y del artículo 20 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“Pacto de San José de Costa Rica”), aprobada mediante Ley 16 de 1972: “Toda persona tiene derecho a una nacionalidad.”
En Colombia, ese derecho fundamental a la nacionalidad tiene acogida en el artículo 96 de la Constitución Política, modificado mediante Acto Legislativo 01 de 2002, que estatuye (el resaltado no es del texto original):

“Son nacionales colombianos

1. Por nacimiento:

a) Los naturales de Colombia, que con una de dos condiciones: que el padre o la madre hayan sido naturales o nacionales colombianos o que, siendo hijos de extranjeros, alguno de sus padres estuviere domiciliado en la República en el momento del nacimiento y;

b) Los hijos de padre o madre colombianos que hubieren nacido en tierra extranjera y luego se domiciliaren en territorio colombiano o registraren en una oficina consular de la República (…)
4.6.  DEL CASO EN CONCRETO

4.6.1. En el presente caso, la Sala observa que el Personero Municipal de La Celia, Risaralda, actuando como agente oficioso de la señora Luz Camila Echavarría Henao, pretende por esta vía que se amparen los derechos fundamentales al menor L.D.S.E., en el sentido de ordenar a la Delegada Departamental de Risaralda de la Registraduría Nacional del Estado Civil que expida el registro civil de dicho menor, nacido en la República de Venezuela, por ser hijo de madre colombiana con el fin de acceder a las demás garantías constitucionales a las que tiene derecho por ser un sujeto de especial protección por parte del Estado.
4.6.2.  Al respecto, se hace necesario mencionar que la Ley 43 de 1993  previó en su artículo 2º que “la nacionalidad colombiana del padre o de la madre se define a la luz del principio de la doble nacionalidad según el cual, ‘la calidad de nacional colombiano no se pierde por el hecho de adquirir otra nacionalidad’”. Respecto del domicilio en Colombia, el mismo artículo lo definió como “la residencia en Colombia acompañada del ánimo de permanecer en el territorio nacional de acuerdo con las normas pertinentes del Código Civil”. Así mismo,  el artículo 76 del Código Civil que prevé: “El domicilio consiste en la residencia acompañada, real o presuntivamente, del ánimo de permanecer en ella.” Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-212 de 2013, hizo el recuento normativo previsto para el trámite requerido para acceder a la nacionalidad colombiana cuando se trate de un nacimiento ocurrido en el exterior, y el registro se realice de manera extemporánea, de la siguiente manera:
“Para materializar esa forma de adquisición de la nacionalidad se requiere un reconocimiento por parte del Estado, que se formaliza mediante anotación de la información de la persona en el registro civil, que delimita “su situación jurídica en la familia y la sociedad, determina su capacidad para ejercer ciertos derechos y contraer ciertas obligaciones”, según prevé el artículo 1° del Decreto 1260 de 1970, determinador del registro civil colombiano y del trámite o procedimiento de inscripción, en cuyo artículo 47 se lee:

“Los nacimientos ocurridos en el extranjero o durante viaje cuyo término sea lugar extranjero, se inscribirán en el competente consulado colombiano, y en defecto de éste, en la forma y del modo prescritos por la legislación del respectivo país.

El cónsul remitirá sendas copias de la inscripción; una destinada al archivo de la oficina central y otra al funcionario encargado del registro civil en la capital de la república, quien, previa autenticación del documento, reproducirá la inscripción, para lo cual abrirá el folio correspondiente.

Caso de que la inscripción no se haya efectuado ante cónsul nacional, el funcionario encargado del registro del estado civil en la primera oficina de la capital de la república procederá a abrir el folio, una vez establecida la autenticidad de los documentos que acrediten el nacimiento.”

El artículo 48 del mismo Decreto establece:

“La inscripción del nacimiento deberá hacerse ante el correspondiente funcionario encargado de llevar el registro del estado civil, dentro del mes siguiente a su ocurrencia. 

Sólo se inscribirá a quien nazca vivo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 90 del Código Civil.”
Como se observa, este trámite normal u ordinario está previsto para el registro del niño, a efectuar dentro de los 30 días siguientes a su nacimiento. Cuando de registro extemporáneo se trata, el artículo 50 ibídem, modificado por el 1° del decreto 999 de 1988, señala (el resaltado no es del texto original),

“Cuando se pretenda registrar un nacimiento fuera del término prescrito, el interesado deberá acreditarlo con documentos auténticos, o con copia de las actas de las partidas parroquiales respecto de las personas bautizadas en el seno de la Iglesia Católica o de las anotaciones de origen religioso correspondientes a personas de otros credos, o en últimas, con fundamento en declaraciones juramentadas, presentadas ante el funcionario encargado del registro, por dos testigos hábiles que hayan presenciado el hecho o hayan tenido noticia directa y fidedigna de él, expresando los datos indispensables para la inscripción, en la forma establecida por el artículo 49
 del presente Decreto.

Los documentos acompañados a la solicitud de inscripción se archivarán en carpeta con indicación del código de folio que respaldan.”

El anterior trámite fue objeto de reglamentación mediante Decreto 2188 de 2001, del siguiente tenor:
“Artículo 1. Procedimiento para la inscripción extemporánea de nacimiento en el Registro Civil. Por excepción, cuando se pretende registrar el nacimiento fuera del término prescrito en el artículo 48 del Decreto-ley 1260 de 1970, la inscripción se podrá solicitar ante funcionario de registro civil, notario o funcionario autorizado por la ley, caso en el cual se seguirán las siguientes reglas:

1. La solicitud se adelantará ante el funcionario de registro civil o notario del domicilio de quien se pretende registrar.

2. El solicitante, o su representante legal si fuere menor de edad, declararán bajo juramento que su nacimiento no se ha inscrito ante autoridad competente, previa amonestación sobre las implicaciones penales que se deriven de una actuación ilícita.

3. El nacimiento deberá acreditarse con el certificado de nacido vivo, expedido por el médico, enfermera o partera, o con otros documentos auténticos o con copia de las partidas parroquiales, respecto de las personas bautizadas en el seno de la iglesia católica o de las anotaciones de origen religioso, correspondientes a las personas de otros credos, anexando además certificación auténtica de la competencia del párroco o de celebración de convenio de derecho público interno con el Estado colombiano, según el caso.

4. En caso de no poder acreditarse el nacimiento con los documentos anteriores, se hará con fundamento en testimonios de conformidad con el artículo 50 del Decreto-ley 1260 de 1970. En este evento, la declaración bajo juramento rendida personalmente ante el mismo funcionario de registro civil o notario, la harán al menos dos (2) personas que hayan presenciado, asistido o tenido noticia directa y fidedigna del nacimiento.

5. Los testigos deberán identificarse plenamente y expresarán, entre otros datos, su domicilio permanente, dirección y teléfono de su residencia; igualmente deberán presentar el documento de identidad en original y copia, tomando la impresión de la huella dactilar del testigo.

6. El funcionario de registro civil o notario interrogará personal e individualmente al solicitante y a los testigos sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar del nacimiento y demás aspectos que a su juicio permitan establecer la veracidad de los hechos conforme a las reglas del Código de Procedimiento Civil sobre la materia.

7. En todo caso, al tramitar la inscripción, la autoridad procederá a tomar la impresión de las huellas plantares o dactilares del solicitante, conforme a las reglas vigentes.

Los documentos que se presenten con la solicitud se archivarán en carpeta con indicación del número serial que respaldan.

Artículo 2. Duda razonable. Cuando las circunstancias en que se pretende hacer el registro generen duda razonable sobre las personas, los hechos o circunstancias que los sustenten, la autoridad competente se abstendrá de autorizar la inscripción.

En caso de insistencia en el registro por parte de los solicitantes habilitados, el funcionario de registro civil o notario suspenderá la diligencia de inscripción y deberá solicitar el apoyo de los organismos de policía judicial para que de manera inmediata hagan las averiguaciones pertinentes a efecto de establecer la veracidad de los hechos denunciados. En este caso, los comparecientes o testigos serán citados dentro del término de quince (15) días hábiles siguientes a la solicitud, para efecto de sentar la inscripción. Los organismos de investigación darán prioridad a la resolución de este tipo de asuntos.

La omisión de denuncia por parte del funcionario de registro civil o notario, se entenderá como una falta a sus deberes.

Artículo 3. Corrección, modificación o alteración del registro civil de nacimiento. Cuando se pretenda corregir, modificar o alterar el registro civil de nacimiento ante autoridad competente, o en los casos de que esta deba hacerse por correo o ante autoridad distinta del lugar donde ocurrió el nacimiento, como lo establece el Decreto 158 de 1994, deberán seguirse las disposiciones del presente decreto.

Artículo 4. Formato único de Registro Civil y papel de seguridad. Los funcionarios de registro civil y los notarios, expedirán copias y certificados de las actas, folios y seriales que reposen en sus archivos, en el formato único y en el papel de seguridad que contenga las especificaciones mínimas que para el efecto determine la Registraduría Nacional del Estado Civil.

El Registrador Nacional del Estado Civil determinará la fecha a partir de la cual será obligatoria la utilización del papel competente de que trata el presente artículo.

Artículo 5. Derogatoria. Deróganse las disposiciones que le sean contrarias.

Artículo 6. Vigencia. El presente decreto rige a partir de su publicación.”
4.6.3. Aunado a lo anterior, el Director Nacional del Registro Civil expidió la Circular No.064 del 18 de mayo de 2017 por medio de la cual se adoptó la “Medida excepcional para la inscripción extemporánea en el Registro Civil de hijos colombianos nacidos en Venezuela”, en la que se señala que para la inscripción de nacimientos ocurridos en Venezuela cuando alguno de los padres sea colombiano y a falta del requisito de apostille en el registro civil de nacimiento venezolano, como en el caso que se estudia, “podrá solicitarse excepcionalmente la inscripción, mediante la presentación de dos testigo hábiles quienes prestarán declaración bajo juramento en la cual manifiesten haber presenciado, asistido o tenido noticia directa y fidedigna del nacimiento del solicitante, acompañada del registro civil venezolano sin apostillar”.  En el numeral 2.1 de dicha circular, se autorizó que el trámite de la inscripción en el Registro Civil de menores de siete (7) años, como es el caso del menor L.D.S.E., quien cuenta con dos años de edad, se podrá adelantar ante cualquier oficina registral (folio 40) y en la respuesta ofrecida por la Registraduría Nacional del Estado Civil, se dijo que el mencionado procedimiento se puede hacer ante a todas las oficinas con función registral (Registradurías, Notarías, Consulados y demás autorizadas), las inscripciones al registro civil de nacimiento de los menores de 7 años nacidos en Venezuela y cuando alguno de sus padres sea colombiano y no cuenten con el Registro Civil de Nacimiento extranjero debidamente apostillado (folio 38)

4.6.4  De las pruebas allegadas con el proceso, la Sala advierte que la señora Luz Camila Echavarría Henao, nació el 13 de abril de 1999 en San Martín, Meta y en la actualidad cuenta con 19 años de edad, a quien la Registraduría Nacional del Estado Civil le expidió la contraseña de la cédula de ciudadanía No.1.086.280.043 (Fl. 12), quien el 9 de abril de 2015 registró a su hijo L.D.S.E., nacido  el 2 de febrero de 2015 en la Alcaldía Bolivariana del Municipio de Miranda, Timotes estado Bolivariano de Mérida, del vecino país de Venezuela (Fls. 14 y 15).  Así mismo, se observa que la señora Echavarría Henao compareció el 2017-05-06 ante la Personero Municipal de la Celia, Risaralda, para solicitar su intervención para instaurar la presente acción de tutela con el fin de lograr el registro de su hijo menor de edad (Fl.16).

4.6.5. En este orden de ideas y de conformidad con la norma y la jurisprudencia transcritas, este Tribunal sin desconocer que los derechos de los niños prevalecen sobre los demás, no puede ordenar por vía de tutela la inscripción extemporánea en el registro civil del menor L.D.S.E., de nacionalidad venezolana, cuya madre es colombiana, toda vez que para ese procedimiento ya no se necesita apostillar, sino que existe la verificación previa de los documentos requeridos con los cuales debe cumplir la señora Echavarría Henao.  Por lo tanto, este Sala considera que la acción de tutela no fue creada para pretermitir o sustituir los trámites administrativos o judiciales, estando vedado para el juez constitucional intervenir hasta el extremo de establecer el contenido y el alcance de las decisiones que las demás autoridades tienen por resolver, pues ello no sería otra cosa que la usurpación de funciones y de competencias de las demás autoridades.
4.6.6.  Lo anterior, ante la existencia de un procedimiento reglado al cual deben someterse todos los interesados en inscribir los nacimientos de sus hijos ocurridos en Venezuela cuando alguno de los padres es colombiano y a falta del requisito de apostille en el registro civil de nacimiento venezolano, la accionante no podrá sustraerse de su cumplimiento, pues de lo contrario se quebrantaría el derecho a la igualdad de otras personas que sí verifican con los exigencias para el fin que persigue la actora, pues de acceder al pedimento del Personero Municipal de La Celia, Risaralda, en los términos como los expuso en la demanda de tutela, es decir, sin verificar previamente los requerimientos  dispuestas para la inscripción extemporánea del menor L.D.S.E., en especial las declaraciones de dos testigos, pues los demás documentos al parecer la señora Echavarría Henao cuenta con los mismos, sería como ir en contra de tales requisitos a sabiendas de que son de imperativa observación  no sólo para las instituciones creadas para este trámite, sino para los padres colombianos que pretenden inscribir el nacimiento de sus hijos ocurrido en Venezuela.
4.6.7. Así las cosas, en ese asunto particular esta Colegiatura no advierte que las entidades accionadas y vinculadas hubieran vulnerado derechos fundamentales a la señora Echavarría Henao o a su hijo menor de edad L.D.S.E.,  lo que hace improcedente el amparo invocado, tal como lo indicó la Corte Constitucional en la  Sentencia T-130 de 2014, de la siguiente manera:

“El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares [de conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991[15]]”[16]..[17]
 En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-975 de 2003[18] o la  T-883 de 2008[19], al afirmar que “partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los artículos 5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”[20], ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”[21].   
 Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”.  (Subrayas propias)
Igualmente, la Sala considera que la señora Echavarría tiene a su disposición otro medio judicial para conseguir la inscripción del nacimiento de su hijo en el registro civil colombiano, por lo que no debió acudir directamente a la acción de tutela sin haber agotado el trámite pertinente, aun cuanto para el momento en que se instauró la presente demanda no se había expedido la Circular No.064 del 18 de mayo de 2017, es decir, que si hubiera radicado con anterioridad todos los documentos en la Registraduría Municipal de La Celia, dicho funcionario estaba obligado a diligenciar su pedimento con forme a las normas vigentes para tal fin.   Así las cosas, tampoco se cumple con el principio de la subsidiaridad para interponer la acción de tutela, lo que hace improcedente la protección reclamada, de conformidad al artículo 6 del Decreto 2591 de 1991.

De todos modos, como la presente acción de tutela fue interpuesta por mediación del Personero Municipal de La Celia, Risaralda, se exhortará a este funcionario que acompañe a la señora Luz Camila Echavarría Henao en el diligenciamiento correspondiente a la inscripción extemporánea del registro civil del menor L.D.S.E. en el registro civil colombiano, procedimiento que podrá adelantar en cualquiera de las entidades con función registral que se encuentren a su alcance, sujeto a las disposiciones creadas para tal fin, además de lo consagrado en la Circular No.064 de 2017 del Director Nacional de Registro Civil.
DECISIÓN 
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  
RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por el Personero Municipal de La Celia, Risaralda, en contra del Ministerio de Relaciones Exteriores- Cancillería, la Registraduría Nacional del Estado Civil, Delegada Departamental de Risaralda de Registraduría Nacional del Estado Civil y del Registrador Municipal del Estado Civil de La Celia, Risaralda.
SEGUNDO: EXHORTAR al Personero Municipal de La Celia, Risaralda, que haga un acompañamiento a la señora Luz Camila Echavarría Henao durante todo el diligenciamiento correspondiente a la inscripción extemporánea del registro civil del menor L.D.S.E. en el registro civil colombiano, procedimiento que podrá adelantar en cualquiera de las entidades con función registral que se encuentren a su alcance, sujeto a las disposiciones creadas para tal fin, además de lo consagrado en la Circular No.064 de 2017 del Director Nacional de Registro Civil.

TERCERO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� “Artículo 49. El nacimiento se acreditará ante el funcionario encargado de llevar el registro del estado civil mediante certificado del médico o enfermera que haya asistido a la madre en el parto, y en defecto de aquel, con declaración juramentada de dos testigos hábiles.


Los médicos y las enfermeras deberán expedir gratuitamente la certificación.


Los testigos declararán ante el funcionario sobre los hechos de que tengan conocimiento y la razón de éste, y suscribirán la inscripción. El juramento se entenderá prestado por el solo hecho de la firma.”
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